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[L]a Sala analizará la demostración del daño, toda vez que se trata del primer elemento que debe dilucidarse para establecer la responsabilidad extracontractual del Estado, de manera que, resuelto el tema relativo a la afectación patrimonial del actor que se alega en la demanda, se entrará a estudiar la imputación.   (…) En el sub lite, el daño alegado por el señor (…) se concreta en la destrucción de su inmueble. (…) Los testimonios son contestes en señalar que el 17 de noviembre de 1999 se produjo un ataque guerrillero dirigido en contra de la Estación de Policía de Almaguer y que como consecuencia del mismo el inmueble del actor quedó destruido. Valga aclarar que unos testigos refieren que la destrucción fue total mientras otros dicen que fue parcial (…)
IMPUTACIÓN DEL DAÑO / IMPUTACIÓN DEL DAÑO ANTIJURÍDICO / DESTRUCCIÓN DE BIEN INMUEBLE / PÉRDIDA POR DESTRUCCIÓN DE BIENES / ATAQUE GUERRILLERO / ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA POR TOMA GUERRILLERA / TOMA GUERRILLERA DE LA ESTACIÓN DE POLICÍA / ESTACIÓN DE POLICÍA / CONFLICTO ARMADO / CONFLICTO ARMADO EN COLOMBIA / CONFLICTO ARMADO INTERNO / ZONA DE CONFLICTO ARMADO / DEPARTAMENTO DEL CAUCA / CONFIGURACIÓN DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO / RIESGO DE CONFLICTO ARMADO / CONCEPTO DE RIESGO DE CONFLICTO ARMADO
En cuanto a la imputabilidad del daño a la administración respecto de ataques guerrilleros, es pertinente poner de presente que en reciente pronunciamiento, la Sección Tercera del Consejo de Estado en pleno señaló que, así como la Constitución Política de 1991 no privilegió ningún régimen de responsabilidad extracontractual en particular, tampoco podía la jurisprudencia establecer un único título de imputación a aplicar a eventos que guarden ciertas semejanzas fácticas entre sí, ya que éste puede variar en consideración a las circunstancias particulares acreditadas dentro del proceso y a los parámetros o criterios jurídicos que el juez estime relevantes dentro del marco de su argumentación (…) Así las cosas, de conformidad con la jurisprudencia citada, no todos los casos en los que se discuta la responsabilidad del Estado por daños derivados de un supuesto de hecho que guarde semejanzas tengan que resolverse de la misma forma pues, se insiste, el juez puede –en cada caso concreto- válidamente considerar que existen razones tanto jurídicas como fácticas que justifican la aplicación de un título o una motivación diferente. (…) Así las cosas, descartada la existencia de falla del servicio, toda vez que el plenario no da cuenta de ello y atendiendo a que la estación de policía del municipio de Almaguer se instaló en inmediaciones del inmueble del señor (…), esta Subsección ha considerado que los casos que involucran daños derivados de ataques guerrilleros a bienes o instalaciones del Estado plantean una categoría de riesgo que deriva de la confrontación armada que surge de la disputa por el control del territorio y por el monopolio del uso de la fuerza. Esta categoría de riesgo, llamado riesgo-conflicto, surge del reconocimiento de que, dada la situación de conflicto armado, el cumplimiento de ciertos deberes legales y constitucionales por parte del Estado genera para la población civil un riesgo de naturaleza excepcional en la medida en que la pone en peligro de sufrir los efectos de los ataques que los grupos guerrilleros dirigen contra los bienes e instalaciones que sirven como medio para el cumplimiento de esos deberes y el desarrollo de dichas actividades. (…) En el caso bajo examen, es claro que, en el contexto del conflicto armado interno, las estaciones de policía constituyen un objetivo claramente identificado como Estado y, en esa medida, un blanco para el ataque de los grupos subversivos. Por lo tanto, al haber ubicado el puesto policial en una zona con alta densidad poblacional –recuérdese que el ataque de la guerrilla afectó varias viviendas–, el Estado creó un riesgo para los habitantes de la zona. Ahora bien, es preciso aclarar que, en tanto este riesgo se deriva de la existencia del conflicto armado interno, su naturaleza es contextual, porque no en todos los municipios del país es factible que se produzca una incursión armada de la guerrilla o un ataque contra la infraestructura del Estado. Este hecho es, precisamente, lo que le atribuye al riesgo su carácter excepcional.  En efecto, es un hecho notorio que estas acciones tienden a concentrarse en pequeñas poblaciones, ubicadas en zonas del territorio nacional que ofrecen una ventaja estratégica desde el punto de vista militar, y donde los actores armados ejercen una fuerte presencia y están en capacidad de perpetrar un ataque armado de gran impacto. (…) En el sub lite, no cabe duda de que los hechos violentos del 17 de noviembre de 1999 en el municipio de Almaguer, Cauca, están inscritos en un contexto de violencia derivada del conflicto armado interno, debido a la fuerte presencia de grupos armados ilegales que se disputan el control del territorio. (…) En este contexto de violentos enfrentamientos entre las guerrillas y los paramilitares y de graves violaciones de derechos humanos en zonas aledañas al municipio de Almaguer durante la época en que ocurrieron los hechos que hoy se examinan, se comprueba una compleja situación de orden público en la cual los bienes e instalaciones de la fuerza pública –como las estaciones de policía– eran continuamente blanco de ataques de los grupos armados ilegales, de manera que su emplazamiento en las zonas de residencia civil constituía un altísimo riesgo para la población. (…) En los anteriores términos, los argumentos de la apelación están desvirtuados, en tanto el ataque fue dirigido a la estación de Policía, de la que el inmueble del actor se encontraba a escasos 8.4 metros. Vale aclarar que no hay reproche subjetivo, razón por la cual en nada incide la prestación adecuada del mismo para la imputación del daño, en los términos anteriormente expuestos.
NOTA DE RELATORÍA: Sobre el tema, ver: Consejo de Estado, S.C.A., Sección Tercera, Sala Plena, sentencia de 19 de abril de 2012, exp. 21515, C.P. Hernán Andrade Rincón, reiterada en la sentencia de 23 de agosto de 2012, exp. 23219, C.P. Hernán Andrade Rincón. Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 29 de octubre de 2012, expediente 18472, C.P. Danilo Rojas Betancourth. Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 9 de junio de 2010, exp. 18536, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.
CONDENA EN PERJUICIOS / CONDENA CONTRA EL ESTADO / CONDENA EN ABSTRACTO / PROCEDENCIA DE LA CONDENA EN ABSTRACTO / DESTRUCCIÓN DE BIEN INMUEBLE / PÉRDIDA POR DESTRUCCIÓN DE BIENES / ATAQUE GUERRILLERO / DICTAMEN PERICIAL / VALORACIÓN DEL DICTAMEN PERICIAL / ADECUADA VALORACIÓN DEL DICTAMEN PERICIAL
Frente a la indemnización de perjuicios debe precisarse que en la demanda se deprecó la indemnización por los daños producidos al inmueble, es decir, que lo que se pide se concreta en el valor de la reconstrucción del inmueble, no así su adquisición. En claro lo anterior, el a quo acogió las precisiones del dictamen pericial, pero se apartó del monto allí consignado, en tanto superaba lo pedido en la demanda. En esa línea, de conformidad con el artículo 241 del Código de Procedimiento Civil, el juez, al valorar o apreciar el dictamen, tendrá en cuenta la firmeza, precisión y calidad de sus fundamentos y la competencia de los peritos. (…) En ese orden, la experticia refiere que hubo destrucción total del inmueble, con todo y que las pruebas testimoniales no dan certeza de esa situación; sin embargo, la certificación del alcalde de Almaguer, a pesar de que no específica si ese daño devino de la incursión guerrillera del 17 de noviembre de 1999, sí contesta un requerimiento sobre ese hecho en particular y refiere que la destrucción fue total. Además, el a quo requirió a la estación de Policía para que remitiera la documentación relacionada con los hechos (…), sin que se hubiera recibido respuesta. Del análisis conjunto de esas pruebas, la Sala concluye en línea con el peritaje, en tanto los testigos que aseguran lo contrario no encuentran eco en el plenario ni la demandada aportó la información requerida para corroborar el dicho de estos últimos. Ahora, las conclusiones del peritaje no pueden acogerse, toda vez que carecen de los soportes de las estimaciones realizadas para la reconstrucción del inmueble y, además, es contrario a los testimonios, en tanto aquél refiere que se trataba de una construcción de dos plantas y éstos de una. En ese orden, como se tiene certeza que hubo daño, pero no de su cuantificación, la Sala condenará en abstracto, en los términos del artículo 172 del Código Contencioso Administrativo, bajo las siguientes pautas: (i) El perjuicio causado es por la destrucción total del inmueble y el valor de la reconstrucción del mismo. (ii) Se nombrarán dos peritos, un ingeniero civil y otro avaluador, para que cuantifiquen el costo de la reconstrucción total del inmueble, cuya conformación deberá corresponder a la descripción que hacen los testigos del mismo (…), particularmente, que se trataba de una casa de una sola planta, paredes de tierras pisada, sala, dos piezas, cocina y con techo de teja de barro cocido. Se deberán aportar los soportes de los montos resultantes (cotizaciones, facturas, etc.). (iv) Debe señalarse que, en aplicación del principio de la no reformatio in pejus, no es posible hacer más gravosa la situación de la demandada por ser apelante único. En consecuencia, la indemnización a reconocer no podrá superar el monto actualizado de la condena de primera instancia. (…) Por último, como la conducta de las partes no puede catalogarse como abiertamente temeraria, sino el ejercicio del derecho de acceso a la justicia y de defensa, se impone negar la condena en costas. 

FUENTE FORMAL: CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTÍCULO 241
NOTA DE RELATORÍA: Sobre la valoración del dictamen pericial, ver: Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 23 de abril de 2008, exp. 16491, C.P. Ruth Stella Correa.  
NOTA DE RELATORÍA: Con aclaración de voto de la consejera Stella Conto Díaz del Castillo.
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Demandado: NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - POLICÍA NACIONAL
Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA (APELACIÓN SENTENCIA)
Sin que se observe nulidad de lo actuado, procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada en contra de la sentencia del 26 de julio de 2004, proferida por el Tribunal Administrativo del Cauca (fls. 79 a 92, c. ppal 2), donde dispuso:
1. Declárese a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional administrativamente responsable de los daños causados al bien inmueble de propiedad del señor GUSTAVO SÁNCHEZ, ubicado en la localidad Almaguer –Departamento del Cuaca, en hechos ocurridos el 17 de noviembre de 1999 por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

2. En consecuencia, condénase a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional a pagar solidariamente a título de indemnización por perjuicios materiales al señor GUSTAVO SÁNCHEZ, la suma de CINCUENTA Y CINCO MILLONES SETECIENTOS SESENTA Y CUATRO MIL TRESCIENTOS OCHENTA Y UN PESOS M/CTE ($55.764.381). 
3. Las sumas reconocidas por perjuicios materiales devengarán los intereses del artículo 177 del Código Contencioso Administrativo, a partir de la ejecutoria de esta providencia. 

7. (sic) Se niegan las demás pretensiones de la demanda.

8. Envíese copia de esta providencia, con constancia de su notificación y ejecutoria al Ministerio de Defensa, al Ministro de Hacienda y Crédito Público, a la DIRECCIÓN DE LA POLICÍA NACIONAL ya la Procuraduría General de la Nación.
9. Sin costas (fl. 92, c. ppal 2).
SÍNTESIS

Se demanda la responsabilidad de la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional por los daños ocasionados al inmueble del señor Gustavo Sánchez, como consecuencia del atentado terrorista perpetuado el 17 de noviembre de 1999.

I. ANTECEDENTES

1. DEMANDA
El 16 de febrero de 2001 (fl. 10, c. ppal), el señor Gustavo Sánchez, en ejercicio de la acción de reparación directa, presentó demanda en contra de la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional (fls. 1 a 9, c. ppal).
1.1. Los hechos
Las pretensiones se sustentan en la situación fáctica que se transcribe a continuación (fls. 3 y 4, c. ppal):
1. El señor GUSTAVO SÁNCHEZ es propietario de una casa de habitación junto con el lote de terreno que la sustenta, ubicado en el municipio de Almaguer-Cauca, sector urbano y comprendido dentro de los siguientes linderos especiales: Oriente, deslinda con propiedad de herederos de Jorge Sánchez; Occidente, deslinda la plaza principal; Norte deslinda con propiedad de Herlinda Rengifo, pared al medio y por el Sur, deslinda con propiedad de Luis Mamián, pared al medio. La propiedad del inmueble antes referida fue adquirida por el señor GUSTAVO SÁNCHEZ mediante escritura pública No. 4 en el municipio de Almaguer-Cauca a los cuatro días del mes de enero de mil novecientos ochenta y nueve (1989), y se encuentra inscrito en el folio de matricula inmobiliaria No. 122-0006928 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Bolívar-Cauca. 
3. (sic) El valor de la construcción consistente en una casa de habitación que tiene un costo de CUARENTA MILLONES DE PESOS M/CTE ($40.000.000). 
4. La propiedad del señor GUSTAVO SÁNCHEZ, descrita en el hecho primero se encontraba ubicada contigua o al lado de la estación de Policía de Almaguer-Cauca. 

5. El día 17 de noviembre de 1999, se presentó un enfrentamiento entre miembros pertenecientes al Ejército de Liberación Nacional (ELN), con miembros de la POLICÍA NACIONAL ubicados en el municipio de Almaguer-Cauca, por parte de los miembros de esa fuerza insurgente fue la agresión a la estación de policía del Municipio de Almaguer-Cauca. En ese combate cuyo objeto directo fue la agresión a la estación de policía de Almaguer-Cauca fue destruida la casa de habitación referida en el hecho primero de esta demanda. 
Los daños por la destrucción de la habitación referida anteriormente ascienden a la suma de CUARENTA MILLONES DE PESOS M/CTE ($40.000.000). 

6. La Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional deberá responder por los daños sufridos por el señor GUSTAVO SÁNCHEZ como consecuencia del enfrentamiento antes referido, esto con base en el principio del rompimiento ante la igualdad de las cargas públicas, ya que el actor no tenía por qué soportar los daños que se generaron por la defensa del orden institucional, frente al grupo guerrillero que se pretendía tomar la estación de policía ubicada en Almaguer-Cauca. 

1.2. Las pretensiones
Con fundamento en la situación fáctica antes relacionada, el actor deprecó las siguientes pretensiones (fls. 2 y 3, c. ppal):

PRIMERA: LA NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL es administrativamente responsable por todos los perjuicios ocasionados al señor GUSTAVO SÁNCHEZ, a raíz de la destrucción de la edificación construida sobre el lote de terreno ubicado en el municipio de Almaguer-Cauca sector urbano y alinderado conforme se explica en los hechos de la demanda, esto a raíz del enfrentamiento armado ocurrido el día 17 de noviembre de 1999, entre miembros de la POLICÍA NACIONAL y subversivos pertenecientes al autodenominado Ejército de Liberación Nacional (ELN).
SEGUNDA: En consecuencia de la anterior declaración condénase a la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL. 

A pagar al señor GUSTAVO SÁNCHEZ, por intermedio de su apoderado todos los perjuicios materiales que se le ocasionaron como consecuencia de la destrucción de la edificación construida sobre el lote de terreno ubicado en el municipio de Almaguer-Cauca sector urbano, y alinderado como se explica en los hechos de la demanda, esto a raíz del enfrentamiento armado ocurrido el día 17 de noviembre de 1999, entre miembros de la POLICÍA NACIONAL y subversivos pertenecientes al autodenominado Ejército Nacional (sic) de Liberación (ELN), esto conforme a las siguiente liquidación o la que se demuestre en el proceso así: 
Por concepto de daño emergente la suma de CUARENTA MILLONES DE PESOS M/CTE ($40.000.000) consistentes en el valor de la construcción localizada en el inmueble cuyos linderos se especifican en los hechos de la demanda, la cual fue destruida con ocasión del enfrentamiento armado que se especificará más adelante. 
La suma anterior se actualizará al momento de la condena conforme a la variación del Índice de Precios al Consumidor. 

Se pagarán intereses moratorios desde la fecha de la ejecutoria de la sentencia. 

TERCERO: El ente público demandado dará cumplimiento a la sentencia dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la ejecutoria de la sentencia, conforme a lo reglado en los artículos 176, 177 y 179 del C.C.A.

2. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA
La Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional (fls. 21 a 26, c. ppal) puso de presente que el daño inferido al actor fue perpetrado por un grupo al margen de la ley, situación que constituye un hecho exclusivo y excluyente de un tercero que rompe el nexo de causalidad frente a su conducta, con mayor razón si se tiene en cuenta que el atentado terrorista fue indiscriminado, imprevisible e irresistible, circunstancias que impiden estructurar falla del servicio en su contra, cuando actuó de manera diligente. 
Adujo que tampoco se probó un riesgo excepcional para la población creado por la demandada en cumplimiento de sus funciones. 
3. LOS ALEGATOS  

En esta oportunidad, la parte actora ratificó los argumentos expuestos en su demanda (fls. 69 a 72, c. ppal). 
El Ministerio Público, después de analizar las pruebas obrantes, estimó probada la propiedad y posterior destrucción del predio del actor como consecuencia del ataque guerrillero perpetrado el 17 de noviembre de 1999, daño que debe ser indemnizado como consecuencia del rompimiento del principio de igualdad frente a las cargas públicas, en tanto el fuego cruzado entre los actores del conflicto desencadenó tal ruptura (fls. 75 a 77, c. ppal). 
II. LA SENTENCIA APELADA
Mediante sentencia del 26 de julio de 2004 (fls. 79 a 92, c. ppal 2), el a quo accedió a las pretensiones de la demanda. Para el efecto sostuvo:
Así las cosas es para el Tribunal suficiente prueba la recaudada dentro del proceso, con la cual se establece sin lugar a dudas que el día 17 de noviembre de 1999 el Municipio de Almaguer-Cauca, fue objeto de un ataque subversivo, perpetrado específicamente sobre la sede de la Estación de Policía que funciona en dicho lugar, dependencia ubicada con el fin de dar protección a los civiles; hecho este que causó serios perjuicios en el inmueble destinado para tal fin y en inmuebles aledaños, como el de propiedad del actor en el presente proceso, motivo por el cual hay lugar a impartir condena (…). 
5. LOS PERJUICIOS (…)

Si bien es cierto el dictamen pericial rendido en el proceso estima el valor de las obras de reparación en $50.004.849, no puede la Sala tomar este valor como base para la liquidación de los perjuicios, puesto que dicha suma es superior a la solicitada por el demandante, lo anterior en atención a lo previsto en el artículo 305 del C.P.C. el señala expresamente (…): 
No podrá condenarse al demandado por cantidad superior o por objeto distinto del pretendido en la demanda, ni por causa diferente a la invocada en ésta (…).

Por lo tanto, y teniendo en cuenta que el valor solicitado por daño emergente es de $40.000.000 será éste el valor que servirá de base para liquidar los perjuicios en el presente caso (fls. 89 y 90, c. ppal).  

III. SEGUNDA INSTANCIA
3.1. RECURSO DE APELACIÓN 

Inconforme con la decisión de primera instancia, la parte demandada interpone recurso de apelación (fls. 96, 105 a 110, c. ppal 2). Sostiene que (i) el atentado terrorista fue indiscriminado y dirigido a sembrar pánico en la población, razón por la cual resulta improcedente estructurar responsabilidad en su contra, para lo cual cita varios pronunciamientos de esta Sección en esa línea
; (ii) que el servicio público se prestó en forma eficiente y diligente, hasta el punto que varios uniformados ofrendaron sus vidas en el enfrentamiento y (iii) que no se probó la ubicación del inmueble respecto de la estación de Policía. 
3.2. ALEGATOS

En esta instancia, las partes ratificaron los argumentos expuestos durante sus intervenciones (fls. 116  a 122, c. ppal). 

IV. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. PRESUPUESTOS PROCESALES 

1.1. La jurisdicción, competencia y acción procedente
Como dentro de la controversia está una entidad pública, la Nación (artículo 82 del Código Contencioso Administrativo), en esta ocasión representada por el Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional (artículo 149 ejusdem), el conocimiento de la misma corresponde a esta jurisdicción, siendo esta Corporación la competente para conocer del presente asunto, toda vez que el numeral 1º del artículo 129 del Código Contencioso Administrativo, subrogado por el artículo 2 del Decreto 597 de 1988, le asigna el conocimiento en segunda instancia, entre otros asuntos, de las apelaciones de las sentencias dictadas en primera instancia por parte de los tribunales administrativos
. 
De otro lado, en los términos del artículo 86 del Código Contencioso Administrativo
 prescribe que la acción de reparación directa constituye la vía procesal conducente para buscar la responsabilidad extracontractual de la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional como consecuencia de los hechos descritos en la demanda.

1.2. La legitimación en la causa 

Las partes se encuentran legitimadas, toda vez que la Policía Nacional intervino dentro del enfrentamiento armado con el grupo insurgente denominado Ejército de Liberación Nacional (ELN), acaecido el 17 de noviembre de 1999, donde resultó afectado el inmueble del señor Gustavo Sánchez, según los testimonios obrantes (fls. 28 a 30, c. pruebas) y la constancia del alcalde municipal de Almaguer (Cauca) (fl. 34, c. pruebas, en original). La propiedad del inmueble del actor se demostró con la escritura pública número 4 del 4 de enero de 1989 de la Notaría Única de Almaguer (Cauca) (fl. 35, c. pruebas, en copia auténtica), inscrita en el folio de matrícula inmobiliario 122-0006928 (fl. 39, c. pruebas, original del certificado de tradición de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Bolívar-Cauca).

1.3. La caducidad 

Toda vez que el ataque guerrillero se perpetró el 17 de noviembre de 1999 y la demanda se presentó el 16 de febrero de 2001, fuerza concluir que lo fue en el tiempo prescrito en el numeral 8 del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo
.   

2. PROBLEMA JURÍDICO
El problema jurídico del presente asunto se concreta en determinar la responsabilidad extracontractual de la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional por los daños inferidos al inmueble del señor Gustavo Sánchez, como consecuencia del atentado terrorista perpetrado el 17 de noviembre de 1999.  

3. LOS ELEMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL 

3.1. Con el fin de abordar integralmente la problemática que supone el recurso de apelación interpuesto, la Sala analizará la demostración del daño, toda vez que se trata del primer elemento que debe dilucidarse para establecer la responsabilidad extracontractual del Estado
, de manera que, resuelto el tema relativo a la afectación patrimonial del actor que se alega en la demanda, se entrará a estudiar la imputación.   

3.2. Igualmente, precisa referir que los documentos allegados por la parte actora lo fueron dentro de la oportunidad pertinente, en original y en copia auténtica (fls. c. pruebas). 

3.3. El daño 

En el sub lite, el daño alegado por el señor Gustavo Sánchez se concreta en la destrucción de su inmueble. En ese orden, según escritura pública número 4 del 4 de enero de 1989 de la Notaría Única de Almaguer (Cauca), consta:

PRIMERO: Que en calidad de Alcalde y representación del municipio de Almaguer Cauca, según lo dispone el artículo 4 del acuerdo 005 de 1971, proferido por el honorable Concejo Municipal, declarado exequible (sic) por la Gobernación del Departamento, declaró vender al señor GUSTAVO SÁNCHEZ, la totalidad de la propiedad, posesión y dominio de un lote urbano que hace parte integral de su casa de habitación situado en la plaza principal de esta población, de una extensión superficiaria de 0071 m2, marcado en el catastro con el no. 01-001-004 y delimitado así: ORIENTE: deslinda propiedad de herederos de Jorge Sánchez; OCCIDENTE: deslinda la plaza principal; NORTE: deslinda con propiedad de Herlinda Rengifo, pared al medio y por el SUR: deslinda con casa de Luis Mamián, pared medio (fl. 20, c. pruebas, copia auténtica).    
El anterior título fue inscrito el 12 de abril de 1989 en el folio de matricula 122-0006928, cédula catastral 01-001-004 (fl. 39, c. pruebas, original del certificado de tradición de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Bolívar-Cauca). En consecuencia, desde esa fecha el señor Sánchez es propietario del lote arriba descrito y de la casa de habitación construida sobre él. 

Los testimonios son contestes en señalar que el 17 de noviembre de 1999 se produjo un ataque guerrillero dirigido en contra de la Estación de Policía de Almaguer y que como consecuencia del mismo el inmueble del actor quedó destruido. Valga aclarar que unos testigos refieren que la destrucción fue total mientras otros dicen que fue parcial (fls. 28 a 30, c. pruebas). En la misma línea, el 22 de marzo de 2002, el alcalde del pluriticitado municipio, al contestar el oficio del a quo donde se le requería la documentación sobre el atentado ocurrido en la fecha en comento (fl. 4, c. pruebas), certificó: 

Que la casa de propiedad del señor GUSTAVO SÁNCHEZ, fue totalmente destruida como consecuencia del enfrentamiento armado entre subversivos y miembros de la Policía Nacional. Dicho inmueble se encontraba ubicado contiguo a la Estación de Policía, objeto del ataque, adquirido mediante Escritura Pública No. 04 del mes de Enero de 1989, otorgada en la Notaría Única de Almaguer Cauca y el cual corresponde a los siguientes linderos: Oriente, deslinda propiedad de herederos de JORGE SÁNCHEZ, Occidente, deslinda la plaza principal, Norte deslinda con propiedad de HERLINDA RENGIFO, pared al medio y por el Sur, deslinda con propiedad de LUIS MAMIÁN, pared al medio (fl. 34, c. pruebas, en original).  
De las anteriores pruebas se desprende, claramente, el daño deprecado.  

3.4. La imputación 

3.4.1. En cuanto a la imputabilidad del daño a la administración respecto de ataques guerrilleros, es pertinente poner de presente que en reciente pronunciamiento, la Sección Tercera del Consejo de Estado en pleno señaló que, así como la Constitución Política de 1991 no privilegió ningún régimen de responsabilidad extracontractual en particular, tampoco podía la jurisprudencia establecer un único título de imputación a aplicar a eventos que guarden ciertas semejanzas fácticas entre sí, ya que éste puede variar en consideración a las circunstancias particulares acreditadas dentro del proceso y a los parámetros o criterios jurídicos que el juez estime relevantes dentro del marco de su argumentación
:
En lo que se refiere al derecho de daños, como se dijo previamente, se observa que el modelo de responsabilidad estatal establecido en la Constitución de 1991 no privilegió ningún régimen en particular, sino que dejó en manos del juez la labor de definir, frente a cada caso concreto, la construcción de una motivación que consulte razones, tanto fácticas como jurídicas, que den sustento a la decisión que habrá de adoptar. Por ello, la jurisdicción contenciosa ha dado cabida a diversos “títulos de imputación” como una manera práctica de justificar y encuadrar la solución de los casos puestos a su consideración, desde una perspectiva constitucional y legal, sin que ello signifique que pueda entenderse que exista un mandato constitucional que imponga al juez la obligación de utilizar frente a determinadas situaciones fácticas un determinado y exclusivo título de imputación.
En consecuencia, el uso de tales títulos por parte del juez debe hallarse en consonancia con la realidad probatoria que se le ponga de presente en cada evento, de manera que la solución obtenida consulte realmente los principios constitucionales que rigen la materia de la responsabilidad extracontractual del Estado, tal y como se explicó previamente en esta sentencia. 
Así las cosas, de conformidad con la jurisprudencia citada, no todos los casos en los que se discuta la responsabilidad del Estado por daños derivados de un supuesto de hecho que guarde semejanzas tengan que resolverse de la misma forma pues, se insiste, el juez puede –en cada caso concreto- válidamente considerar que existen razones tanto jurídicas como fácticas que justifican la aplicación de un título o una motivación diferente.
3.4.2. En ese orden, frente a la imputación del daño irrogado al actor, de las pruebas allegadas al plenario, se tiene: 

3.4.2.1. Las pruebas testimoniales que a continuación se relacionan fueron decretadas por el a quo, pero practicadas por el Juzgado Promiscuo Municipal de Almaguer, en tanto se trataban de personas residentes en dicho municipio (fls. 1 a 3, c. pruebas). El interrogatorio que absolvieron fue el siguiente: 
a. Si para el día 17 de noviembre de 1999 conocían o no al señor GUSTAVO SÁNCHEZ. 
b. Exprese si el señor GUSTAVO SÁNCHEZ es o no propietario de una casa ubicada cerca al puesto de policía de Almaguer-Cauca y construida en un lote ubicado dentro de los siguientes linderos: (se relacionan los mismos linderos ya conocidos). En caso de respuesta afirmativa expresarán las características del mismo (material en que estaba construida, número de plantas, estado de conservación, número de piezas, techo en eternit o teja etc). 
c. Expresarán si el día 17 de noviembre de 1999, se presentó o no un enfrentamiento armado en el sector urbano del municipio de Almaguer-Cauca entre miembros del grupo insurgente del Ejército Nacional de Liberación (ELN) y miembros de la Policía Nacional. En caso de respuesta afirmativa dirá todo lo que les conste sobre el mismo. 
d. Indicarán razonadamente si el objeto directo de la agresión por parte de miembros del grupo insurgente fue o no la estación de policía ubicada en el municipio de Almaguer-Cauca. 
e. Manifestarán si en el entretenimiento armado del día 17 de noviembre de 1999 fue o no destruida una casa de habitación de propiedad del señor GUSTAVO SÁNCHEZ. En caso de respuesta afirmativa cuál caas y de que manera fue destruida y que daños sufrió. 
f. Indíquenos porque razón o motivo resultó destruida la casa del señor GUSTAVO SÁNCHEZ (fls. 5 y 6, c. ppal, demanda). 
3.4.2.1.1. El señor Álvaro Benavides frente a los anteriores interrogantes manifestó: 

(Interrogante b)Es cierto y me consta que el señor GUSTAVO SÁNCHEZ fue propietario de una casa de habitación en este lugar ubicada cerca al puesto de Policía de la localidad (…). (Interrogante c) Es cierto que el día 19 (sic) de noviembre de 1999, hubo incursión guerrillera del grupo insurgente EJÉRCITO DE LIBERACIÓN NACIONAL (ELN), en esta localidad, con los miembros de la Policía Nacional, y tanto el cuartel de la Policía como las casas vecinas fueron destruidas. (Interrogante d) Es cierto que el ataque de los subversivos, fue directamente al puesto de Policía de Almaguer (…).(Interrogante e) Es cierto, que en la incursión del grupo insurgente, fue destruido no sólo el cuartel de policía, sino también varias de las casas vecinas, entre ellas la del señor GUSTAVO SÁNCHEZ (fl. 28, c. pruebas)   
3.4.2.1.2. El señor Marco Tulio Ruíz depuso: 

(Interrogante b) Es cierto y me consta que el señor GUSTAVO SÁNCHEZ es propietario de una casa ubicada en la zona urbana de aquí de Almaguer cerca al puesto de Policía de esta localidad (…). (Interrogante c) Es cierto que el día 17 (sic) de noviembre de 1999, en esta localidad hubo una incursión del Ejército de Liberación Nacional (ELN), y por lo tanto también hubo enfrentamiento con los miembros de la Policía Nacional que había en este lugar, pues en ese enfrentamiento se destruyó el puesto de policías y varias casas vecinas (…). (Interrogante d) Pues cuando entró el ELN, el ataque principal fue a la estación de Policía de Almaguer y fue atacada con cilindros y con bala. (Interrogante e) Fue cierto que en ese enfrentamiento resultó completamente destruida la casa del señor GUSTAVO SÁNCHEZ (…) y fue destruida por los cilindros que echaba el ELN, a la policía y como la casa del señor GUSTAVO SÁNCHEZ era vecina también resultó destruida (fl. 28 rev., c. pruebas).  
3.4.2.1.3. El señor Daniel Gómez Muñoz declaró en similares términos (fls. 28 rev. c. pruebas); sin embargo, los señores Álvaro Gerardo Gómez Gómez y Hernán Tello Pabón aclararon que para el 17 de noviembre de 1999 la destrucción del inmueble fue parcial, pero que en ataques posteriores lo destruyeron totalmente (fls. 29 y rev., c. pruebas). 
Para la Sala los testimonios son de pleno recibo, con todo y la desafortunada formulación de las preguntas, defecto atribuible a quien pidió la prueba y a la falta de dirección en su práctica, mas no a los testigos, al menos no de forma automática, puesto que sus relatos muestran un lenguaje sencillo, claro y coherente frente a los hechos de la demanda, al punto que la disparidad entre ellos en relación con los daños causados al inmueble, descarta cualquier asomo de sospecha. Igualmente, encuentran eco en la certificación del alcalde municipal de Almaguer y en el dictamen pericial.  

3.4.2.2. La certificación del 22 de marzo de 2002 del alcalde del municipio de Almaguer, al ser requerido sobre la información sobre el atentado terrorista del 17 de noviembre de 1999, da cuenta de que la casa de habitación del actor fue destruida totalmente, cuyo texto fue citado en renglones precedentes (fl. 34, c. pruebas, original). 
3.4.2.2. El 15 de octubre de 2002, los ingenieros civiles, designados por el a quo como peritos (fls. 33 y 43, c. ppal), señalaron que el inmueble del actor se encuentra a 8.4 metros del puesto de Policía de Almaguer, para lo cual anexaron material fotográfico, con destrucción total (fls. 42 y 50 a 52, c. pruebas).
Del análisis conjunto de las anteriores pruebas se tiene: 
(i) La casa de habitación del señor Gustavo Sánchez se encuentra colindante con la estación de Policía de Almaguer. 
(ii) El 17 de noviembre de 1999, el municipio de Almaguer fue objeto de un ataque guerrillero, el cual fue dirigido a las instalaciones de la Policía Nacional. 

(iii) Dada la cercanía del inmueble del actor con las instalaciones de la Policía Nacional resultó afectada por las explosiones y el fuego cruzado, al igual que otras viviendas. 

3.4.3. Así las cosas, descartada la existencia de falla del servicio, toda vez que el plenario no da cuenta de ello y atendiendo a que la estación de policía del municipio de Almaguer se instaló en inmediaciones del inmueble del señor Gustavo Sánchez, esta Subsección ha considerado que los casos que involucran daños derivados de ataques guerrilleros a bienes o instalaciones del Estado plantean una categoría de riesgo que deriva de la confrontación armada que surge de la disputa por el control del territorio y por el monopolio del uso de la fuerza
. Esta categoría de riesgo, llamado riesgo-conflicto, surge del reconocimiento de que, dada la situación de conflicto armado, el cumplimiento de ciertos deberes legales y constitucionales por parte del Estado genera para la población civil un riesgo de naturaleza excepcional en la medida en que la pone en peligro de sufrir los efectos de los ataques que los grupos guerrilleros dirigen contra los bienes e instalaciones que sirven como medio para el cumplimiento de esos deberes y el desarrollo de dichas actividades
.
Sobre el riesgo creado por el Estado al instalar sus fuerzas militares y de policía en proximidad o cercanía de bienes civiles, la Subsección ha señalado:
De esta forma, se considera que los atentados cometidos por la guerrilla contra un “objeto claramente identificable como Estado” en el marco del conflicto interno armado, tales como estaciones de policía, cuarteles militares u oleoductos, pueden ser imputados al Estado a título de riesgo excepcional no porque estos bienes e instalaciones puedan ser considerados peligrosos en sí mismos –como sí ocurre con  los objetos que encuadran dentro de la categoría riesgo-peligro (p.e. armas de dotación oficial, químicos o instalaciones eléctricas)–, sino porque la dinámica misma del conflicto armado ha hecho que la cercanía a ellos genere para la población civil el riesgo de sufrir afectaciones en su vida, su integridad personal y su patrimonio en razón a que son blanco de continuos y violentos ataques por parte de la guerrilla que los considera objetivos militares.
La Sala no desconoce que desde un enfoque de teoría administrativa resulta extraña, por decir lo menos, la afirmación según la cual la simple presencia institucional constituye un factor generador de riesgo, máxime cuando muchas veces esa presencia –lograda, por ejemplo, mediante el acantonamiento de la fuerza pública– la que permite al Estado conjurar o repeler las amenazas que para la vida y los bienes de la población civil implican las acciones de la delincuencia. Sin embargo, considera que de cara a la realidad del país, resulta imposible negar que existen zonas afectadas por fenómenos graves de violencia política en las que la cercanía a ciertos bienes e instalaciones del Estado, genera un riesgo cierto para las personas que viven o desarrollan sus actividades cotidianas en sus proximidades ya que éstos son blanco de continuos ataques de la guerrilla
.

En el caso bajo examen, es claro que, en el contexto del conflicto armado interno, las estaciones de policía constituyen un objetivo claramente identificado como Estado y, en esa medida, un blanco para el ataque de los grupos subversivos. Por lo tanto, al haber ubicado el puesto policial en una zona con alta densidad poblacional –recuérdese que el ataque de la guerrilla afectó varias viviendas–, el Estado creó un riesgo para los habitantes de la zona.

Ahora bien, es preciso aclarar que, en tanto este riesgo se deriva de la existencia del conflicto armado interno, su naturaleza es contextual, porque no en todos los municipios del país es factible que se produzca una incursión armada de la guerrilla o un ataque contra la infraestructura del Estado. Este hecho es, precisamente, lo que le atribuye al riesgo su carácter excepcional.  En efecto, es un hecho notorio que estas acciones tienden a concentrarse en pequeñas poblaciones, ubicadas en zonas del territorio nacional que ofrecen una ventaja estratégica desde el punto de vista militar, y donde los actores armados ejercen una fuerte presencia y están en capacidad de perpetrar un ataque armado de gran impacto. Al respecto, se ha determinado:
Así las cosas, para que pueda imputarse responsabilidad a la administración a título de riesgo excepcional por los daños derivados de ataques guerrilleros contra bienes o instalaciones del Estado es necesario que el factor de imputación, esto es, el riesgo, exista realmente, lo cual puede acreditarse a través de distintos medios de prueba, que den cuenta de la situación de orden público en la región, o también puede inferirse a partir de la existencia de antecedentes de ataques similares al mismo municipio o de municipios aledaños, de la noticia de la presencia de actores armados en la región, y de los medios que se utilizaron para perpetrar el ataque. 

Sin perjuicio de lo anterior, la Sala considera que en la medida en que el Estado participa consciente y deliberadamente en la creación del riesgo, debe adoptar todas las medidas de precaución, contención y defensa a su alcance para minimizarlo y para evitar que se materialice, pues si no lo hace y facilita la actuación de los grupos armados ilegales, se configura una ostensible falla del servicio que da lugar a un juicio de responsabilidad de naturaleza distinta, fundado en el incumplimiento del deber positivo de protección que le es exigible, no sólo respecto de los bienes y personas civiles, sino también de quienes participan en las hostilidades y de los bienes de carácter militar
.

En el sub lite, no cabe duda de que los hechos violentos del 17 de noviembre de 1999 en el municipio de Almaguer, Cauca, están inscritos en un contexto de violencia derivada del conflicto armado interno, debido a la fuerte presencia de grupos armados ilegales que se disputan el control del territorio. Al respecto, el Observatorio de Derechos Humanos y DIH de la Presidencia de la República ofrece el siguiente panorama
:

En cuanto a la presencia de los grupos armados al margen de la ley, las FARC actúan a través de cuatro frentes del comando conjunto de occidente. En la zona norte tiene presencia el frente 6, principalmente en los municipios de Toribío, Corinto, Miranda, Santander de Quilichao, Jambaló, Caldono y Caloto. Al sur del departamento actúan los frentes 8, 60 y 64; el primer hace presencia en la zona centro, principalmente en El Tambo y Timbío; la región sur, en Argelia, Patía, Balboa, Mercaderes, Bolívar y parte del Macizo –Almaguer, La Sierra y Rosas–. Por su parte, el frente 60 actúa sobretodo en la región sur cubriendo todos los municipios que conforman esta zona. Por último el frente 64 actúa en la bota caucana, en donde también se encuentra ubicada la columna móvil “Jacobo Arenas”. Esta columna también hace presencia en algunos municipios de las zonas centro, norte y macizo.

El ELN por su parte, hace presencia en la zona centro, principalmente en Popayán, Cajibío, Morales, Piendamó y Totoró, en el oriente, a través del frente José María Becerra. Así mismo, el frente Manuel Vásquez Castaño actúa en las zonas sur y bota en Almaguer, Rosas, San Sebastián, Bolívar, La Vega, La Sierra, Santa Rosa, Timbío y Florencia. Ambas estructuras pertenecen al frente de guerra suroccidental.

En lo atinente a las autodefensas, éstas ingresaron al departamento por las zonas norte y centro del departamento. En la zona norte, actuaron en los municipios de Buenos Aires, Santander de Quilichao y Suárez, a través del “bloque Calima” y en Miranda, Caloto y Corinto por medio del bloque Farallones. Con respecto a la zona centro, las “autodefensas campesinas de Ortega” hicieron presencia en la capital del departamento, Cajibío, Piendamó, Morales, Caldono y parte de Silvia, Totoró y El Tambo. (...)

La tasa de homicidio del departamento del Cauca ha estado muy por debajo de la tasa nacional durante el periodo de estudio, 2003-2006, incluso en el período de mayor violencia en el departamento comprendido entre los años 1999 y 2001. Durante el primer ciclo (1999-2001) únicamente la zona norte supera la tasa nacional en el año 2001 con 79.52 homicidios por cien mil habitantes. (...)

Al igual que los homicidios, el pico más importante de las masacres tuvo lugar en 2001, cuando se registraron 20 casos que dejaron un saldo de 144 víctimas. (...) El alto número de víctimas en 2001 es fruto de la masacre del Naya, principalmente en el municipio de Buenos Aires, en la que miembros del “bloque Calima” de las AUC asesinaron a cerca de 40 personas entre campesinos, afrocolombianos y colonos.
En este contexto de violentos enfrentamientos entre las guerrillas y los paramilitares y de graves violaciones de derechos humanos en zonas aledañas al municipio de Almaguer durante la época en que ocurrieron los hechos que hoy se examinan, se comprueba una compleja situación de orden público en la cual los bienes e instalaciones de la fuerza pública –como las estaciones de policía– eran continuamente blanco de ataques de los grupos armados ilegales, de manera que su emplazamiento en las zonas de residencia civil constituía un altísimo riesgo para la población.

3.4.4. En los anteriores términos, los argumentos de la apelación están desvirtuados, en tanto el ataque fue dirigido a la estación de Policía, de la que el inmueble del actor se encontraba a escasos 8.4 metros. Vale aclarar que no hay reproche subjetivo, razón por la cual en nada incide la prestación adecuada del mismo para la imputación del daño, en los términos anteriormente expuestos.
3.5. Los perjuicios 

Frente a la indemnización de perjuicios debe precisarse que en la demanda se deprecó la indemnización por los daños producidos al inmueble, es decir, que lo que se pide se concreta en el valor de la reconstrucción del inmueble, no así su adquisición. 

En claro lo anterior, el a quo acogió las precisiones del dictamen pericial, pero se apartó del monto allí consignado, en tanto superaba lo pedido en la demanda. En esa línea, de conformidad con el artículo 241 del Código de Procedimiento Civil, el juez, al valorar o apreciar el dictamen, tendrá en cuenta la firmeza, precisión y calidad de sus fundamentos y la competencia de los peritos. En tal sentido, se ha precisado
:
(…) de conformidad con el artículo 233 del Código de Procedimiento Civil, la peritación como medio de prueba es procedente para verificar hechos que interesen al proceso y requieran especiales conocimientos científicos, técnicos o artísticos. El perito debe informarle razonadamente al juez lo que de acuerdo con esos conocimientos especializados sepa de los hechos… Para su eficacia probatoria debe reunir ciertas condiciones de contenido (…) que el dictamen esté debidamente fundamentado y sus conclusiones sean claras firmes y consecuencia de las razones expuestas… El dictamen del perito debe ser claro, preciso y detallado, en él se deben explicar los exámenes, experimentos e investigaciones efectuadas, lo mismo que los fundamentos técnicos, científicos o artísticos de las conclusiones (numeral 6 del artículo 237 ejusdem) (…) el juez es autónomo para valorar el dictamen y verificar la lógica de sus fundamentos y resultados, toda vez que el perito es un auxiliar de la justicia, pero él no la imparte ni la administra… En suma, el juez está en el deber de estudiar bajo la sana crítica el dictamen pericial y en la libertad de valorar sus resultados; si lo encuentra ajustado y lo convence, puede tenerlo en cuenta total o parcialmente al momento de fallar; o desechar sensatamente y con razones los resultados de la peritación por encontrar sus fundamentos sin la firmeza, precisión y claridad que deben estar presentes en el dictamen para ilustrar y transmitir el conocimiento de la técnica, ciencia o arte de lo dicho, de suerte que permita al juez otorgarle mérito a esta prueba por llegar a la convicción en relación con los hechos objeto de la misma.

En ese orden, la experticia refiere que hubo destrucción total del inmueble, con todo y que las pruebas testimoniales no dan certeza de esa situación; sin embargo, la certificación del alcalde de Almaguer, a pesar de que no específica si ese daño devino de la incursión guerrillera del 17 de noviembre de 1999, sí contesta un requerimiento sobre ese hecho en particular y refiere que la destrucción fue total. Además, el a quo requirió a la estación de Policía para que remitiera la documentación relacionada con los hechos (fl. 7, c. pruebas), sin que se hubiera recibido respuesta. Del análisis conjunto de esas pruebas, la Sala concluye en línea con el peritaje, en tanto los testigos que aseguran lo contrario no encuentran eco en el plenario ni la demandada aportó la información requerida para corroborar el dicho de estos últimos.   

Ahora, las conclusiones del peritaje no pueden acogerse, toda vez que carecen de los soportes de las estimaciones realizadas para la reconstrucción del inmueble y, además, es contrario a los testimonios, en tanto aquél refiere que se trataba de una construcción de dos plantas y éstos de una. En ese orden, como se tiene certeza que hubo daño, pero no de su cuantificación, la Sala condenará en abstracto, en los términos del artículo 172 del Código Contencioso Administrativo, bajo las siguientes pautas: 
(i) El perjuicio causado es por la destrucción total del inmueble y el valor de la reconstrucción del mismo. 

(ii) Se nombrarán dos peritos, un ingeniero civil y otro avaluador,  para que cuantifiquen el costo de la reconstrucción total del inmueble, cuya conformación deberá corresponder a la descripción que hacen los testigos del mismo (fls. 28 a 30, c. pruebas), particularmente, que se trataba de una casa de una sola planta, paredes de tierras pisada, sala, dos piezas, cocina y con techo de teja de barro cocido. Se deberán aportar los soportes de los montos resultantes (cotizaciones, facturas, etc.).  
(iv) Debe señalarse que, en aplicación del principio de la no reformatio in pejus, no es posible hacer más gravosa la situación de la demandada por ser apelante único. En consecuencia, la indemnización a reconocer no podrá superar el monto actualizado de la condena de primera instancia. 
3.6. Por último, como la conducta de las partes no puede catalogarse como abiertamente temeraria, sino el ejercicio del derecho de acceso a la justicia y de defensa, se impone negar la condena en costas. 
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “B”, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

F A L L A

PRIMERO: MODIFICAR la sentencia del 26 julio de 2004, proferida por el Tribunal Administrativo del Cauca. En consecuencia, se parte resolutiva quedará así: 
PRIMERO: DECLARAR la responsabilidad extracontractual de la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional por los daños ocasionados al inmueble de propiedad del señor Gustavo Sánchez, como consecuencia de los hechos ocurridos el 17 de noviembre de 1999, en el municipio de Almaguer (Cauca). 

SEGUNDO: En consecuencia, CONDENAR EN ABSTRACTO a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional y a favor del señor Gustavo Sánchez, en los términos indicados en la parte considerativa de esta providencia. 

TERCERO: Para el cumplimiento de esta sentencia se dará aplicación a lo dispuesto en los artículos 176 a 178 del Código Contencioso Administrativo y concordantes. 

CUARTO: Sin condena en costas.  

SEGUNDO: SIN COSTAS en la presente instancia, pues no aparecen probadas.
TERCERO: En firme esta providencia, DEVUÉLVASE la actuación al Tribunal de origen.

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

DANILO ROJAS BETANCOURTH
Presidente

STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO           RAMIRO DE JESÚS PAZOS GUERRERO
Magistrada                                                  Magistrado
Aclaró voto
ACLARACIÓN DE VOTO DE LA CONSEJERA STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO
IMPUTACIÓN DEL DAÑO / IMPUTACIÓN DEL DAÑO ANTIJURÍDICO / DESTRUCCIÓN DE BIEN INMUEBLE / PÉRDIDA POR DESTRUCCIÓN DE BIENES / ATAQUE GUERRILLERO / ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA POR TOMA GUERRILLERA / TOMA GUERRILLERA DE LA ESTACIÓN DE POLICÍA / ESTACIÓN DE POLICÍA / CONFLICTO ARMADO / CONFLICTO ARMADO EN COLOMBIA / CONFLICTO ARMADO INTERNO / ZONA DE CONFLICTO ARMADO / DEPARTAMENTO DEL CAUCA / CONFIGURACIÓN DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO / RIESGO DE CONFLICTO ARMADO / CONCEPTO DE RIESGO DE CONFLICTO ARMADO
[E]s necesario aclarar que, si bien comparto la decisión adoptada, en el sentido de declarar la responsabilidad por el daño antijurídico causado, considero que la responsabilidad estatal en el presente asunto aflora con la sola invocación del artículo 90 constitucional.  Además, de utilizarse el título de riesgo excepcional, este no debía aplicarse bajo la modalidad incorporada como riesgo-conflicto. En la sentencia de la cual discrepo, luego de hacer un análisis de los diferentes títulos de imputación, a través de los cuales la jurisprudencia ha estudiado los daños ocasionados, se desciende a los eventos en que los ataques de la subversión se dirigen contra una instalación o autoridad estatal, señalándose que, pese a la validez de la utilización de los conceptos de riesgo excepcional y daño especial, el título más apropiado es el primero con base en la categoría de riesgo-conflicto. (…) A continuación paso a explicar las razones por las que me aparto de la fundamentación de la sentencia aprobada por la Sala. (…) Después de haber examinado el panorama jurídico propio de la Constitución de 1886, es menester señalar que la Constitución de 1991 modificó radicalmente el modo de entender la responsabilidad estatal. Entender este cambio exige de tres componentes. En primer lugar, aceptar que la Constitución se adscribe a un modo de ser del derecho, en general, incompatible con el positivismo legalista. En segundo lugar, admitir sin subterfugios que la responsabilidad estatal tiene su fuente en la Constitución y solo en ella y, en tercer lugar, no buscar fuera del daño antijurídico el centro de gravitación del régimen de responsabilidad. (…) Las anteriores consideraciones, en casos como el que fue objeto de estudio de la Sala –atentados terroristas-, conducen a que no haya necesidad de que el Estado sea responsabilizado por su defectuoso funcionamiento, o la concreción de un riesgo, o la vulneración del principio de igualdad frente a las cargas públicas. En estos eventos, simplemente, con apoyo del artículo 90 constitucional se debe propender por la reparación de los daños causados a los particulares en el marco del conflicto armando, con fundamento en el deber a cargo de las autoridades públicas de proteger a la población civil ajena a la confrontación (artículo 2 Constitución Política). Se trata, como puede observarse, de hacer efectiva la cláusula general de responsabilidad establecida en el artículo 90 de la Carta Política. Lo contrario, es decir, la utilización de los tradiciones (sic) regímenes de responsabilidad, además de restarle fuerza normativa al contenido del artículo 90 constitucional, producen en la práctica una valoración de la conducta causante del daño, lo que, como se ha visto, aparte de desbordar el papel del juez de la responsabilidad, puede comprometer los juicios que sobre la conducta personal del agente le corresponde al juez de la repetición.  Además, en esta materia, la propia Carta exige el privilegio de los principios de solidaridad y equidad frente a las víctimas del conflicto armado interno que históricamente ha vivido el país, de donde resulta el deber general del Estado de procurar, en la medida de lo posible, por su reparación, cuando sus derechos e intereses resultan afectados, porque el daño se hubiera podido evitar o repeler y, en todo caso, dado que las víctimas tenían que haber sido advertidas, protegidas y, en general, excluidas de la confrontación. Por último, no se puede dejar de señalar que la modalidad introducida -riesgo conflicto- dentro del régimen de riesgo excepcional, resulta en otro esfuerzo por subsumir los hechos objeto de este proceso dentro de dicho régimen, situación que por la naturaleza propia de la acción terrorista considero resulta infructuosa, pues como se ha visto, este tipo de hechos no resultan asimilable a los casos paradigmáticos que dieron lugar a la (sic) teorías del riesgo o del daño excepcional. De acuerdo con el alcance de la variación introducida, los atentados cometidos por grupos insurgentes, contra un objeto claramente identificable como Estado, en el marco del conflicto interno armando, tales como estaciones de policía, cuarteles militares  u oleoductos, pueden ser endilgados a la administración no porque estos bienes e instalaciones sean peligrosos en sí mismos, sino porque la dinámica misma del conflicto armado implica que su cercanía a ellos genera para los civiles afectaciones que bien pueden traducirse en ataques en contra de su integridad personal y patrimonio. Sin que por ello resulte dable asignar a los grupos subversivos la calificación de los blancos que constituyen riesgo, postura que, además de desnaturalizar en la práctica la concepción originaria del régimen, conduciría a entender que cualquier elemento podría considerarse riesgoso por la sola decisión de uno de los actores del conflicto y no por la naturaleza misma de la actuación estatal, legítima, aunque peligrosa en sí misma.
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ACLARACIÓN DE VOTO DE LA MAGISTRADA STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO
Con el debido respeto, expongo a continuación las razones que me llevaron a aclarar el voto, en relación con algunas consideraciones expuestas en la sentencia de 27 de septiembre de 2013, con fundamento en los siguientes argumentos:

Mediante la providencia de la referencia se consideró a la entidad demandada responsable, a título de riesgo excepcional, en la categoría de riesgo conflicto, de los hechos ocurridos el 17 de noviembre de 1999, cuando integrantes de grupos armados al margen de la ley irrumpieron en el municipio de Almaguer (Cauca) y digirieron ataques contra la estación de policía de la localidad y la población civil, dando lugar a que la Fuerza Pública repeliera la agresión. 

Las pruebas dan cuenta de que en desarrollo del enfrentamiento, el inmueble de propiedad del señor Gustavo Sánchez resultó afectado.

En razón de lo anterior, es necesario aclarar que, si bien comparto la decisión adoptada, en el sentido de declarar la responsabilidad por el daño antijurídico causado, considero que la responsabilidad estatal en el presente asunto aflora con la sola invocación del artículo 90 constitucional.  Además, de utilizarse el título de riesgo excepcional, este no debía aplicarse bajo la modalidad incorporada como riesgo-conflicto.

En la sentencia de la cual discrepo, luego de hacer un análisis de los diferentes títulos de imputación, a través de los cuales la jurisprudencia ha estudiado los daños ocasionados, se desciende a los eventos en que los ataques de la subversión se dirigen contra una instalación o autoridad estatal, señalándose que, pese a la validez de la utilización de los conceptos de riesgo excepcional y daño especial, el título más apropiado es el primero con base en la categoría de riesgo-conflicto. Del contenido de la decisión, se destaca:

Así las cosas, descartada la existencia de falla del servicio, toda vez que en el plenario no da cuenta de ello y atendiendo a que la estación de policía del municipio de Almaguer se instaló en inmediaciones del inmueble del señor Gustavo Sánchez, esta Subsección ha considerado que los casos que involucran daños derivados de ataques guerrilleros a bienes o instalaciones del Estado planean una categoría de riesgo que deriva de la confrontación armada que surge de la disputa por el control del territorio y por el monopolio del uso de la fuerza
. Esta categoría de riesgo, llamada riesgo-conflicto, surge del reconocimiento de que, dada la situación de conflicto armado interno, el cumplimiento de ciertos deberes constitucionales por parte del Estado genera para la población civil un riesgo de naturaleza excepcional en la medida en que la pone en peligro de padecer los efectos de los ataques que los grupos guerrilleros dirigen contra los bienes e instalaciones que sirven como medio para el cumplimiento de esos deberes y el desarrollo de dichas actividades
.

(..)

En el caso bajo examen, es claro que, en el contexto del conflicto armado interno, la estación de policía constituye un objetivo claramente identificado como Estado y, en esa medida, un blanco para el ataque de los grupos subversivos. Por lo tanto, al haber ubicado el puesto policial en una zona con alta densidad poblacional –recuérdese que el ataque de la guerrilla afectó varias viviendas-, el Estado creó un riesgo para los habitantes de la zona.

A continuación paso a explicar las razones por las que me aparto de la fundamentación de la sentencia aprobada por la Sala.

Como es bien sabido, la jurisprudencia de la Corporación ha desarrollado suficientemente las figuras de la falla del servicio, el riesgo excepcional y el daño especial. Con el primer concepto, se trata de imputar el daño derivado de una actuación deficiente, irregular, anormal, en todo caso, ilegitima de la administración. Con los siguientes, el daño derivado de una actividad legítima, que causa daño, excediendo la proporcionalidad en las cargas públicas. 

Estos últimos supuestos son distintos. Mientras el ámbito de aplicación de la primera son los casos de actividades naturalmente riesgosas, como el uso de armas de fuego o la conducción de vehículos automotores o de energía eléctrica, la segunda está llamada a ser aplicada en aquellos casos en los que la actuación estatal, en función del bien colectivo, redunda, necesariamente, en un daño cierto, particular y anormal para determinada persona. Este último es el caso típico de la expropiación. 

No se desconoce que la falla del servicio, el riesgo excepcional  y el daño especial, atendiendo a las especiales circunstancias de cada caso, han sido invocados reiteradamente como títulos de imputación en contra del Estado por actos de la subversión; aunque al hacerlo, las circunstancias impongan apartarse de la concepción tradicional de uno y otro. 

No obstante, se debe señalar que su aplicación, como ordinariamente sucede, recorre senderos ajenos a la responsabilidad del Estado, en los términos previstos en el artículo 90 de la Carta, pues conduce a la evaluación de la legitimidad o ilegitimidad de la conducta, dicho en otros términos, lleva al juez de  la responsabilidad a realizar una valoración de conducta, papel que no le fue asignado para efectos de decidir juicios de esta naturaleza, sí cuando se trata de volver contra los agentes del Estado.

Es que la supuesta subsunción en las categorías de riesgo excepcional y daño especial, para calificar la responsabilidad por hechos de terceros, implica “forzar”, sin necesidad, los hechos y las razones de imputación para hacerlas similares a los casos paradigmáticos que dieron lugar a  estas teorías. 

Así, para la utilización de la categoría que involucra la concreción de una “actividad naturalmente riesgosa” (conducción de la energía eléctrica, de vehículos o el uso de armas) se ha considerado, repetidamente, que la construcción de una estación de policía en una zona de orden público comporta riesgo y que si las instalaciones son atacadas por la subversión y de ello resulta perjudicado un particular hay que indemnizar. No se dice que las instalaciones públicas se asemejan a un vehículo, pero la similitud es clara. El mismo sentido común nos indica que si así se resolvió es porque se recurrió a la metáfora. Argumento muy fácilmente rebatible, basta afirmar que si la instalación faltara tendríamos que haber condenado por falla, es decir que la presencia de la fuerza pública puede ser legitima e ilegítima, al mismo tiempo. Siendo que lo que se trata es de condenar, siempre que el daño se produzca en el marco de situaciones en las que corresponde al Estado salvaguardar a la población civil afectada, contando para ello con estación de policía o sin ella.

Por su parte, en lo que refiere a la utilización del daño especial, se debe tener en cuenta que este título de imputación nació de la interpretación analógica de las leyes de expropiación. Jueces y doctrinantes intuyeron que las mismas razones que exigen de indemnizar en los casos en que el Estado, por razones de utilidad pública e interés social, se hace a los bienes de los particulares, resultan aplicables a daños necesariamente causados en pro del bien común. Aquí el rasgo definitorio de la certidumbre –diferencial con el riesgo excepcional-. Así como se puede conducir un automóvil sin causar un daño, no se puede expropiar un bien sin hacerlo y los casos prototípicos del daño especial comparten ese rasgo: no se puede clausurar un periódico sin lesionar patrimonialmente a sus dueños y el bombardeo de una población no puede ser neutro. 

De esta manera, en materia de responsabilidad estatal por actos de terceros, de más está decir que calificar un bombardeo como actuación legítima o dejar de hacerlo, amén de comportar un juicio ajeno al juez de la reparación, impide marcar la frontera entre la situación de la víctima y la actuación de la autoridad.

Ahora, la idea de una forma de responsabilidad no subsumible dentro de las categorías de responsabilidad, con o sin falla, puede causar cierta perplejidad. Que tal alternativa parezca extraña es apenas lógico, dada la construcción conceptual de la responsabilidad estatal y de los particulares, desde la óptica de la conducta del infractor, al punto que la disyuntiva de la falta se presenta como un absoluto. Si la indagación por la responsabilidad se enfoca, como tradicionalmente se ha hecho, desde el prisma de la conducta lesiva, el principio lógico del tercero excluido
 nos impide hallar una solución por fuera de una u otra categoría: falta o no falta, contradictorios absolutos, en términos lógicos. La contradicción se resuelve, sin embargo, desde la Constitución, pues el ordenamiento superior cambia la conducta del implicado, otrora prisma de conceptualización de la responsabilidad, por la antijuridicidad del daño. Lo que no siempre fue así. 

Para entender la novedad de la visión que inspira nuestra Constitución Política, precisa detenerse en la historia de la responsabilidad estatal, aceptada tardíamente por la conciencia jurídica de la tradición del derecho civil, cuando, avanzado el siglo XIX, se consideró necesario dejar atrás el dogma de la irresponsabilidad del soberano; empero, no habiendo sido consagrada explícitamente en la legislación civil, su paso sería lento y gradual. Las conquistas doctrinaria y jurisprudencial no fueron sencillas, requirieron de altas dosis de elaboración conceptual. Se enfrentaba el gran dilema positivista de disponer que el Estado repare los daños, sin regulación explícita que lo dispusiera. 

Enfrentado el paradigma dominante del positivismo, no quedó sino, inicialmente,  asimilar la conducta de los agentes del Estado a la de las personas dependientes de otros
, para luego  aceptar que la administración podía fallar. Remanso que permitió aplicar sin reato el art.  2341 del Código Civil
, para luego avanzar, al amparo del mismo código, a la responsabilidad por falta presunta y ausencia de falta.

Así, por ejemplo, en 1947 el Consejo de Estado apeló a los principios jurídicos latentes en la institución jurídica de la expropiación por utilidad pública (art. 2018 del Código Civil) para predicar la responsabilidad estatal por el cierre del Periódico El Siglo, alegando que, también en este caso, una acción legítima y necesaria del Estado había causado a los particulares un perjuicio que no tenían por qué soportar. Con posterioridad, la jurisprudencia halló la vía para aplicar analógicamente el artículo 2356 del Código Civil.

En este sentido, lo que comúnmente se conoce como títulos de imputación no son algo distinto al camino recorrido para encontrar un fundamento legal que permitiera predicar una responsabilidad estatal no regulada. Limitación esta de razonamiento analógico, explicable desde las coordenadas conceptuales del positivismo. Disyuntiva de falta o ausencia, a la luz del Código Civil, absoluta e insalvable.


Después de haber examinado el panorama jurídico propio de la Constitución de 1886, es menester señalar que la Constitución de 1991 modificó radicalmente el modo de entender la responsabilidad estatal. Entender este cambio exige de tres componentes. En primer lugar, aceptar que la Constitución se adscribe a un modo de ser del derecho, en general, incompatible con el positivismo legalista. En segundo lugar, admitir sin subterfugios que la responsabilidad estatal tiene su fuente en la Constitución y solo en ella y, en tercer lugar, no buscar fuera del daño antijurídico el centro de gravitación del régimen de responsabilidad. 

Sobre lo primero es preciso aclarar que, aunque no es claro que la Constitución de 1991 sea incompatible con cualquier especie de positivismo, sí lo es respecto del llamado positivismo legalista, basado en la veneración exacerbada de la voluntad del legislador, al margen de los principios y valores fundantes de la institucionalidad, así no estén  mediadas y ratificadas por la ley. La Constitución, según aquel modelo desueto de pensamiento, no fue sino un documento desiderativo o directriz política general, incapaz de producir efectos jurídicos por sí misma. Fue el legislador el señor absoluto y el creador de todo derecho. El positivismo legalista, por lo demás, viene acompañado usualmente de la reverencia a la codificación, que hace pensar que el derecho se encuentra íntegramente  contenido en un sistema conceptual de normas. 

El Estado social de derecho parte de otros principios. En primer lugar, de la premisa de su juridicidad e imperio efectivos, de donde es posible predicar derechos e imponer obligaciones con base en principios y valores no desarrollados, empero plenamente vigentes y debidamente oponibles. 

En segundo lugar, se abre a toda una nueva dimensión principialista. Se trata de reconocer expresamente los derechos y jerarquizarlos en torno de las exigencias de justicia derivadas de la dignidad humana o de la conciencia común de las naciones (arts. 93 y 94).  Concepción del derecho que coloca al Código Civil en la dimensión subordinada que le corresponde. El nuevo orden constitucional abre el universo de las fuentes de las obligaciones, así es dable optar por títulos o motivaciones diferentes, al tiempo que prescindir o modificar los hasta entonces conocidos.

Más significativo aún resulta haber hecho de la obligación de reparar un principio fundante del Derecho Público. A diferencia de lo que ocurría en el régimen constitucional y legislativo de 1886, hoy no se arriba a la responsabilidad estatal por vía de analogía. Ya no existe un vacío que llenar. El abordaje constitucional de la responsabilidad estatal contiene, por lo demás, un giro muy novedoso: no gravita entorno de la conducta del agente. 

Mucho podría decirse sobre las novedades que la nueva Constitución supone para la comprensión de la responsabilidad estatal, pero pocas palabras podrían ser más elocuentes que las actas de la Asamblea Nacional Constituyente: 

“(..) noción de falla en el servicio, que es la que actualmente prima entre nosotros, la falla en el servicio es toda, pues en términos muy generales, es toda conducta de la administración que sea contraria al cumplimiento de su obligación en los términos establecidos por la Constitución y por la ley, lo que nosotros proponemos es que se desplace el centro de gravedad  de la responsabilidad patrimonial del Estado, de la conducta antijurídica del ente público a la antijuridicidad del daño, de manera que con esto se amplía muchísimo la responsabilidad y no queda cobijado solamente el ente público cuando su conducta ha dado lugar a que se causen unos daños, sino cuando le ha infringido alguno a un particular que no tenga porqué soportar ese daño”.

Se debe señalar que la nueva orientación restaura, de alguna manera, la concepción clásica de la responsabilidad, esto es, la noción grecorromana y se aparta de las tendencias moralizantes de las interpretaciones medievales y racionalistas. 

En efecto, aunque tal vez se nos haya enseñado pensar en la responsabilidad aquiliana como una consagración del deber de reparar los daños ocasionados por la conducta dolosa o negligente, lo cierto es que en su formulación original el elemento de la culpa no se exigió para configurar el deber de reparar -relevante en el campo de lo criminal-. El texto mismo de la lex Aquilia nos da a entender cuál es el verdadero centro gravedad del derecho de daños: el damnum iniuria datum, es decir, el daño injusto. Se impone, aclarar, por lo demás, que el daño injusto aludido se debe entender dentro de los parámetros de la concepción clásica de lo justo, en la cual lo iustum, no es cosa distinta a lo igual, o lo equilibrado y la justicia a la virtud del equilibrio. La coincidencia de esta nueva visión de la responsabilidad con el espíritu original del derecho romano, está confirmada por opiniones autorizadas, en las que no me detengo
. 

Noción que va perder identidad interpretada, por el derecho común, desde la perspectiva de la filosofía moral católica y en mayor grado desde la racionalista. Empero la tendencia a considerar la responsabilidad como un tema de concordancia entre la conducta individual del agente y una norma de conducta persiste. Basta solo ver que es el sustrato de la acción de repetir contra el servidor público que dio lugar a la condena estatal. De suerte que entender la responsabilidad estatal desde la probidad de la conducta, si bien resulta posible tratándose del agente, en cuanto toca con la necesidad de expiación, nada tiene que ver con la obligación de reparar a la víctima.

Las anteriores consideraciones, en casos como el que fue objeto de estudio de la Sala –atentados terroristas-, conducen a que no haya necesidad de que el Estado sea responsabilizado por su defectuoso funcionamiento, o la concreción de un riesgo, o la vulneración del principio de igualdad frente a las cargas públicas.

En estos eventos, simplemente, con apoyo del artículo 90 constitucional se debe propender por la reparación de los daños causados a los particulares en el marco del conflicto armando, con fundamento en el deber a cargo de las autoridades públicas de proteger a la población civil ajena a la confrontación (artículo 2 Constitución Política). Se trata, como puede observarse, de hacer efectiva la cláusula general de responsabilidad establecida en el artículo 90 de la Carta Política. Lo contrario, es decir, la utilización de los tradiciones regímenes de responsabilidad, además de restarle fuerza normativa al contenido del artículo 90 constitucional, producen en la práctica una valoración de la conducta causante del daño,  lo que, como se ha visto, aparte de  desbordar el papel del juez de la responsabilidad, puede comprometer los juicios que sobre la conducta personal del agente le corresponde al juez de la repetición. 

Además, en esta materia, la propia Carta exige el privilegio de los principios de solidaridad y equidad frente a las víctimas del conflicto armado interno que históricamente ha vivido el país, de donde resulta el deber general del Estado de procurar, en la medida de lo posible, por su reparación, cuando sus derechos e intereses resultan afectados, porque el daño se hubiera podido evitar o repeler y, en todo caso, dado que las víctimas tenían que haber sido advertidas, protegidas y, en general, excluidas de la confrontación.

Por último, no se puede dejar de señalar que la modalidad introducida -riesgo conflicto- dentro del régimen de riesgo excepcional, resulta en otro esfuerzo por subsumir los hechos objeto de este proceso dentro de dicho régimen, situación que por la naturaleza propia de la acción terrorista considero resulta infructuosa, pues como se ha visto, este tipo de hechos no resultan asimilable a los casos paradigmáticos que dieron lugar a la teorías del riesgo o del daño excepcional.

De acuerdo con el alcance de la variación introducida, los atentados cometidos por grupos insurgentes, contra un objeto claramente identificable como Estado, en el marco del conflicto interno armando, tales como estaciones de policía, cuarteles militares  u oleoductos, pueden ser endilgados a la administración no porque estos bienes e instalaciones sean peligrosos en sí mismos, sino porque la dinámica misma del conflicto armado implica que su cercanía a ellos genera para los civiles afectaciones que bien pueden traducirse en ataques en contra de su integridad personal y patrimonio. 

Sin que por ello resulte dable asignar a los grupos subversivos la calificación de los blancos que constituyen riesgo, postura que, además de desnaturalizar en la práctica la concepción originaria del régimen, conduciría a entender que cualquier elemento podría considerarse riesgoso por la sola decisión de uno de los actores del conflicto y no por la naturaleza misma de la actuación estatal, legítima, aunque peligrosa en sí misma.

En los términos anteriores dejo consignada mi aclaración.

Fecha ut supra.

STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO

Consejera de Estado
� Particularmente se refieren las sentencias del 27 de noviembre de 2003, exp. 14.220 y del 20 de mayo de 2004, exp. 14.405, ambos con ponencia del consejero Ramiro Saavedra Becerra. 


� El numeral 10 del artículo 132 del Código Contencioso Administrativo, subrogado por el artículo 2 del Decreto 597 de 1988, asignó el conocimiento en primera instancia a los tribunales administrativos de los asuntos de reparación directa y cumplimiento que se promuevan contra la Nación, las entidades territoriales o las entidades descentralizadas de los diferentes órdenes. En consecuencia, como los perjuicios materiales se calcularon en $40.000.000, siendo esta la mayor pretensión y la cuantía estimada (fls. 3 y 8, c. ppal), es claro que para el año 2001, cuando se presentó la demanda (fl. 10, c. ppal), la controversia superaba el valor exigido para que tuviera vocación de primera instancia, esto es superior a $26.390.000.


� “La persona interesada podrá demandar directamente la reparación del daño cuando la causa sea un hecho, una omisión, una operación administrativa o la ocupación temporal o permanente de inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquiera otra causa”.


� “La de reparación directa caducará al vencimiento del plazo de dos (2) años, contados a partir del día siguiente del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble de propiedad ajena por causa de trabajo público o por cualquiera otra causa”.


� HENAO, Juan Carlos. El daño, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 1998, p. 37.


� Consejo de Estado, S.C.A., Sección Tercera, Sala Plena, sentencia de 19 de abril de 2012, exp. 21515, C.P. Hernán Andrade Rincón, reiterada en la sentencia de 23 de agosto de 2012, exp. 23219, C.P. Hernán Andrade Rincón.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 29 de octubre de 2012, expediente 18 472, C.P. Danilo Rojas Betancourth.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 9 de junio de 2010, expediente n.° 18 536, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 29 de octubre de 2012, expediente n.° 18 472, C.P. Danilo Rojas Betancourth.


� Ibíd.


� Observatorio de Derechos Humanos y DIH de la Presidencia de la República, “Diagnóstico Departamental Cauca”, Bogotá, Presidencia de la República, 2007.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 23 de abril de 2008, exp. 16.491, M.P. Ruth Stella Correa.  


[�] Sentencia de 29 de octubre de 2012, exp. 18472, M.P. Danilo Rojas Betancourth.


[�] Sentencia de 9 de junio de 2010, exp. 18536, M.P. Ruth Stella Correa Palacio. 


� “Al igual que (…) el principio lógico de no contradicción que había sido formulado por Aristóteles en su Metafísica, otro tanto podemos decir del tercero excluido. Que aparece también en diversos párrafos de dicha obra en expresiones como <<no es posible que se dé algo entre los dos extremos de una contradicción, sino que es necesario afirmar o negar una cosa de otra cualquiera dada>>. Este principio de lógica en general hace referencia a dos juicios que si se oponen contradictoriamente, no pueden ser ambos falsos. Su fundamento está en el principio ontológico que dice: <<todo objeto es, necesariamente, P o no P”. (Jesús Aquilino Fernández Suárez, La filosofía jurídica de Eduardo García Maynez, Oviedo, Universidad de Oviedo, 1991, pág. 129).


� Cfr. Corte Suprema de Justicia, sentencia de 20 de octubre de 1898 (XIV, 684, 56), Sentencia de 19 de julio de 1916 (XXV, 1294 y 1295, 304), sentencia de 17 de julio de 1938 (XLVI, 1937, 686), , 30 de junio de 1941 (LII,1977, 115), sentencia de 16 de noviembre de 1941  (LII, 1981, 758), sentencia de 25 de febrero de 1942 (LIII, 1983,87), 28 de octubre de 1942 (LIV bis, p. 379), agosto 27 de 1943 (LIV, 2001, 509), abril 20  de 1944 (LVIII, 2006 a 2009, 148).


� La sentencia que establece de modo más claro el concepto de falla en el servicio como forma de culpa de la administración, generadora de responsabilidad directa es la de la Corte  Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, 30 de julio de 1962, Magistrado Ponente, José J. Gómez R. Gaceta Judicial, tomo XCIX, pág. 98. 


�“El leitmotiv del régimen romano de reparación de los daños no es la culpa, sino la defensa de una justa repartición de los bienes entre las familias, de un justo equilibrio (suum cuique tribuere –aequitas). Formula de la que, hoy en día, muchos afirman que es vacía y tautológica. Cuando sucede una ruptura en dicho equilibrio, un perjuicio contrario al derecho y la justicia (damnum iniuria datum), entra en juego la justicia llamada “correctiva”, cuya función es la de reducir el desequilibrio Cfr. Michel Villey, Esquisse historique sur le mot responsable, en Archives de Philosophie du Droit, París, t. 22, 1977, pág. 49. Aquí se cita en la versión de la traducción de Leonardo Itzik y Pablo Peusner. 






